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  PREFACIO


  REBECA GRYNSPAN*


  Numerosos estudios e indicadores señalan a América Latina como la región más violenta del mundo. Varios países latinoamericanos registran tasas de homicidio que exceden los niveles de una epidemia como la del ébola, al tiempo que una inmensa proporción de sus habitantes lidian sistemáticamente con la inseguridad ciudadana, la violencia de género y otros delitos que involucran fuerza física o emocional.


  Como tantos otros aspectos de la realidad latinoamericana, el fenómeno ha sido tradicionalmente estudiado desde cierta distancia, desde el universo de las estadísticas: atendiendo a las cifras generales y con poca comprensión de lo que sucede en el terreno y en la propia vida de las personas y su comunidad. Aunque debe valorarse el acervo de estudios e investigaciones realizados hasta el momento, también debe señalarse el riesgo de perder, en los promedios, los efectos diferenciados de este fenómeno social. La violencia no afecta de la misma manera a todas las colectividades ni a los individuos de una misma colectividad, así como no los afecta de forma idéntica la discriminación, la pobreza, la falta de oportunidades o la degradación ambiental. Lo que es más, ciertos grupos tradicionalmente marginados experimentan, simultáneamente, vulnerabilidad en distintos frentes: no es lo mismo ser pobre, a secas, que ser pobre, mujer, migrante, indígena o afrodescendiente (y no es lo mismo ser todas esas cosas en un país que en otro, o incluso en un barrio que en otro). No es lo mismo ser víctima de la violencia una vez que de manera continuada, y no es lo mismo experimentarla junto con la falta de acceso a la justicia, a agua potable, a servicios de salud, a educación de calidad, a transporte público, a empleo digno, a participación política plena, a esparcimiento y recreación.


  Este libro recoge esa preocupación, la noción de que la violencia debe ser entendida no sólo desde sus peores expresiones —desde las tasas de homicidio o el crimen organizado— sino desde la complejidad de sus causas y efectos, desde las situaciones de vulnerabilidad que experimentan grandes grupos de la sociedad. Esto es, la violencia debe ser vista como una parte entrelazada de las difíciles condiciones de vida en que subsisten millones de latinoamericanos.


  Pero el libro va incluso más allá: no trata a las personas como actores pasivos, como simples receptores de los entornos de inseguridad en los que se encuentran. Por el contrario, consciente de que los seres humanos son proactivos aun en las circunstancias más adversas, el libro presta atención al aspecto vivencial de quienes día a día lidian con la violencia. ¿Qué medidas implementan? ¿Qué adaptaciones realizan? ¿Qué capacidades exhiben para modificar su entorno?


  Esto es esencial para entender la realidad a la que nos enfrentamos, pero también para proponer soluciones aterrizadas, que sean asimilables por los individuos de carne y hueso. Se requieren intervenciones que respondan integralmente a los fenómenos sociales, que se inserten coherentemente en el marco general de una política de desarrollo humano. Como bien se indica en la introducción de esta publicación: “Las políticas de prevención de violencia deben ser focalizadas, temporales y con objetivos específicos, adicionales pero articuladas a una política social”.


  Ese mismo espíritu transpira en los Objetivos Mundiales de Desarrollo Sostenible que en septiembre de 2015 aprobarán los países miembros del Sistema de Naciones Unidas, para continuar la labor iniciada con los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Esta nueva agenda de desarrollo, que comparte una perspectiva compleja de lo que es la vida en sociedad, incluye objetivos como la erradicación de la pobreza, al lado de la reducción de las desigualdades; la eliminación del hambre, al lado de la promoción de la paz y la justicia; la búsqueda de la equidad de género, al lado del impulso a las ciudades y comunidades sustentables. Es decir, que el mundo avanza en la misma dirección en la que apunta este libro: hacia una visión menos fragmentada de la vivencia cotidiana; una visión más dinámica, que además reconozca, en el papel, algo que siempre se ha hecho evidente en la práctica: que los seres humanos tienen agencia, que no son simples tomadores de circunstancias, sino que buscan —y logran— modificar esas circunstancias.


  Existe una necesidad creciente de involucrar a más actores en el diseño e implementación de las políticas públicas. Urge un nuevo tipo de interacción, más fluida, de múltiples vías, en donde la participación de todos —líderes políticos, ciudadanos, académicos, estudiantes, empresarios, funcionarios públicos— arroje recomendaciones que puedan ser compartidas e interiorizadas por todos.


  Espero que este volumen ayude a avanzar en esa tarea y que contribuya a crear, como indican los autores, “una conciencia y cultura cívica del cuidado del otro”.


  


  * Secretaria general de la Secretaría General Iberoamericana.


  PREFACIO


  CAROLINE MOSER*


  Hoy en día tanto en las zonas urbanas como en las rurales de los países de América Latina se reconoce cada vez más que la violencia no está desapareciendo, al contrario, la violencia es una parte integral de su actual modelo de desarrollo.


  Si bien puede profundizar, transformar y mutar en formas imprevisibles, la violencia está aquí para quedarse. Éste es el punto de partida de este importante libro, Vulnerabilidad y violencia en América Latina y el Caribe, en el que los colaboradores aprecian y comprenden la importancia de un enfoque más multidimensional a la representación de la violencia, y uno que, particularmente en América Latina y el Caribe, se mueva más allá de la preocupación aparentemente dominante en la región referida a las tasas de homicidios relacionados con el tráfico de drogas. Con este propósito, se reúnen en un solo volumen percepciones agudas de las muchas caras de la vulnerabilidad y la violencia que van desde problemas ampliamente conocidos como los relativos a los jóvenes y la violencia relacionada con pandillas, la violencia perpetrada por el Estado, hasta problemas menos reconocidos como la violencia que sufren las mujeres campesinas indígenas y la violencia oculta que experimentan las personas con discapacidad en las comunidades marginadas.


  Además, el libro ofrece una contribución única a la literatura sobre la violencia y el desarrollo y los debates políticos de muchas maneras significativas. Un primer elemento clave se refiere al conocimiento y a los enfoques teóricos alternativos que se originan en América Latina y el Caribe. Todos los capítulos están escritos por autores de la región, basados en la investigación primaria realizada en sus propias ciudades y zonas rurales, en la enseñanza a estudiantes locales y en un estrecho vínculo e involucramiento en los continuos debates diarios sobre el tema. Esto trae una perspectiva latinoamericana distintiva, esencial y multidimensional a un problema global.


  Un segundo factor importante es que los autores no se enfocan únicamente en las vulnerabilidades relacionadas con la violencia de los individuos, las familias, las comunidades y las instituciones sino que además su análisis se basa en la comprensión profunda personal y profesional de las realidades del país. El resultado no es sólo un compromiso a largo plazo para documentar la realidad, sino también el reconocimiento de que, debido a que la violencia es un fenómeno sistémico y endémico, no hay soluciones “modelo”. Como consecuencia, el enfoque está orientado a identificar medidas realistas a problemas locales desde la base, adoptadas por aquellos afectados por la violencia. Éstas se refieren más que a “resolver” el problema de la violencia, a identificar formas en que las familias y las comunidades gestionan y controlan las manifestaciones diarias de la violencia que experimentan, así como también las estrategias que adoptan con el fin de empoderarlos a efecto de oponerse y enfrentar las causas estructurales que conducen a la violencia.


  En tercer lugar, el libro contiene una reflexión y un análisis sistemático del papel que juegan los propios investigadores, tanto en la mejora como en la reducción de la vulnerabilidad en el proceso de investigación; dicho componente, con autores que cuestionan lo que significa participar en este tipo de investigación, rara vez forma parte de los estudios sobre la vulnerabilidad y la violencia. Los asuntos planteados abarcan desde los dilemas éticos que enfrentan los investigadores hasta las implicaciones de seguridad por realizar el trabajo de campo en áreas altamente peligrosas de las ciudades y zonas rurales.


  Por la combinación de estos tres elementos juntos en un solo volumen, los editores, Markus Gottsbacher y John de Boer, son dignos de aplauso por ser pioneros en tener una perspectiva alterna sobre la violencia y la vulnerabilidad en la región de Latinoamérica y el Caribe. En esencia, esto enfatiza la voluntad por salir adelante no sólo de los individuos y las comunidades en contextos de vulnerabilidad, sino también la voluntad de investigadores que se han comprometido y que son parte de este esfuerzo. Indudablemente, esto asegura que esta obra es una lectura esencial para académicos y profesionales por igual.


  


  * Profesora emérita de la Universidad de Manchester.


  PRESENTACIÓN


  IRVIN WALLER*


  Vulnerabilidad y violencia en América Latina y el Caribe trae esperanza para revertir los niveles epidémicos de violencia en América Latina y el Caribe. Este trabajo documenta los esfuerzos pioneros en la región para entender y frenar la violencia, así como para apoyar a las víctimas. También comparte acciones que los gobiernos y los organismos intergubernamentales podrían apoyar en mayor medida para comprender y revertir la violencia en las calles y de pandillas como también la violencia que padecen las mujeres y los niños.


  Los coordinadores comenzaron el libro sabiendo de antemano que la violencia interpersonal está desacelerando el crecimiento del producto interno bruto (PIB). El Banco Mundial es sólo un organismo de prestigio que proporciona información que confirma este vínculo. Las estimaciones exactas varían, pero algunas evidencian pérdidas superiores al 5% del PIB e incluso mucho más.


  Los costos humanos de la violencia interpersonal para sus víctimas son trágicos y con frecuencia de por vida. Incluyen trastorno de estrés postraumático, pérdida de calidad de vida, destrucción de la comunidad y más violencia posterior. Estos niveles de violencia y las tajantes medidas de mano dura empleadas usualmente son una constante amenaza para la democracia y los derechos humanos.


  En 1985, la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) instó a realizar formas efectivas de prevenir la violencia y acciones concretas para apoyar y respetar los derechos de las víctimas. El libro se suma al nuevo impulso de lo que la Organización Mundial de la Salud (OMS) denomina “prevención de la violencia” y la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (ONUDD) llama “principios de justicia para las víctimas de delitos y de abuso del poder”. Pero no sólo es la ONU, líderes políticos nacionales cada vez más se dan cuenta de que no se puede detener o castigar con violencia y que el enfoque de mano dura ha dado lugar a abusos por la severa aplicación de la ley, a cárceles superpobladas —con demasiados acusados en prisión y pésimas condiciones— y a la pérdida de una generación de jóvenes pobres que si no mueren en la calle, se reciclan en prisión.


  En 2012, México adoptó las primeras disposiciones jurídicas “inteligentes” para establecer un centro nacional de prevención del delito y servicios a las víctimas. En el mismo año, la frustración pública por el fracaso de políticas enfocadas sólo a la aplicación severa de la ley, condujo a un cambio en las prioridades nacionales orientado a adoptar la prevención de la violencia con el financiamiento de apoyo a la acción. En 2015, México incluso publicó la primera encuesta nacional en el mundo de los factores de riesgo de la violencia, concebida para ayudar a los gobiernos a abordar las raíces de la violencia de una manera científica.


  El cambio hacia un equilibrio más inteligente entre la aplicación de la ley y la prevención viene de muchas direcciones. Una de las más importantes es la acumulación de evidencia de las ciencias sociales y la salud pública sobre los factores de riesgo o causas de la violencia, así como la evidencia científica de que la lucha contra estos factores de riesgo en efecto contribuye a prevenir la violencia. En 2011, el Departamento de Justicia de Estados Unidos lanzó una página web —acertadamente llamada crimesolutions.gov— que comparte información de los casos de éxito en los que se ha frenado la violencia. Por sí solo destaca más de 70 programas exitosos, abordando problemas como la crianza de los hijos, la tutoría de jóvenes y los programas escolares.


  En 2014, mi libro, Control inteligente del delito, utiliza ésta y otras ciencias para proporcionar una guía a los legisladores sobre cómo invertir en lo que frena la violencia en la calle, de pareja y de tráfico. En el mismo año, México publicó este libro en español. La conclusión apunta claramente a que la inversión en programas que han demostrado funcionar podría reducir a la mitad las muertes por violencia y disminuir considerablemente la violencia de pareja y sexual contra mujeres y niños.


  En 2014, la Asamblea Mundial de la Salud adoptó la resolución histórica sobre “Fortalecimiento del papel del sistema de salud para enfrentar la violencia, en particular contra mujeres y niñas, y contra los niños”. También por primera vez, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), la ONUDD y la Organización Mundial de la Salud (OMS) colaboraron en la primera encuesta mundial sobre la situación de la prevención de la violencia. Su análisis se centró en una lista corta de siete estrategias eficaces enfocadas en la primera infancia, la juventud, las armas, el alcohol, la violencia contra las mujeres, la cultura y los derechos de las víctimas. También evaluó los esfuerzos del buen gobierno para la prevención de la violencia, incluyendo los intentos para poner en práctica las estrategias eficaces y medir los resultados como la reducción de las muertes (aunque no las detenciones o presos).


  Los directores de estos tres organismos de la ONU fueron más lejos en el prólogo de su publicación, y encomiaron los esfuerzos para comprometer al sistema de Naciones Unidas a “reducir a la mitad las muertes relacionadas con violencia en todas partes, poner fin a la violencia contra los niños y eliminar todo tipo de violencia contra las mujeres y los niños para 2030”. Ciudades tan distintas como Recife, en Brasil; Bogotá en Colombia, Glasgow en Escocia y Minneapolis en Estados Unidos, han reducido el número de muertes por violencia de este tipo en las calles.


  Los capítulos de Vulnerabilidad y violencia en América Latina y el Caribe, mostrando lo que el IDRC ha sido capaz de lograr, se unen a los éxitos notables de varias ciudades, las medidas nacionales en México y el fuerte consenso intergubernamental, para confirmar que la epidemia de violencia se puede detener. Llevar a cabo innovaciones alentadoras es mejor que padecer las pérdidas económicas, humanas y democráticas de continuar con más de lo mismo. Sí, aún queda mucho trabajo por hacer para desarrollar y consolidar un mayor conocimiento de la prevención efectiva de la violencia y de cómo aplicarlo en el contexto de América Latina y el Caribe.


  Pero la búsqueda de lo mejor no debe detener la aplicación de mejor, la investigación y el desarrollo deben ir en paralelo con los gobiernos y los donantes para que inviertan de manera significativa y urgente en las prácticas alentadoras. Aprovechemos este libro para inspirar a los gobiernos y a los donantes a invertir considerablemente en lo que ahora se conoce para detener la epidemia de violencia. Reduzcamos a la mitad la violencia interpersonal en América Latina y el Caribe para 2030.


  


  * Profesor titular de la Universidad de Ottawa.


  INTRODUCCIÓN

  LAS MÚLTIPLES CARAS DE VULNERABILIDAD Y VIOLENCIA EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE


  MARKUS GOTTSBACHER y JOHN DE BOER1


  LA RAZÓN DE SER DE ESTE LIBRO


  Este libro pretende vincular dos fenómenos que actualmente laceran la vida de millones de personas en esta parte del hemisferio: la vulnerabilidad y la violencia. No se trata de una empresa simple, aunque el planteamiento parece sencillo. Pensemos: si consideramos la violencia como una consecuencia, resultaría entonces que la vulnerabilidad y sus componentes de riesgo asociados son los determinantes causales y, tratándose de intervenciones, son las áreas idóneas de investigación, prevención y atención. Sin embargo, si, por el contrario, la vulnerabilidad fuera resultado de las diversas formas de violencia, desde la estructural hasta la interpersonal, entonces tenemos una tarea invertida. Quizá, incluso, dichos planeamientos podrían no ser relevantes y entonces debe asumirse que se trata de dos fenómenos que coexisten y se comunican constantemente. Entonces, ¿por qué preocuparnos por los vínculos entre vulnerabilidad y violencia, y escribir un libro?


  Nuestro objetivo es mucho más modesto que el tamaño que tienen ambos fenómenos y que deberían merecer mayor importancia en las agendas políticas de los países. Este libro propone documentar y analizar, a partir del concepto de vulnerabilidad, las experiencias vividas por los individuos y las comunidades que enfrentan altos niveles de violencia en América Latina y el Caribe. Se examinan las estrategias que las personas y las comunidades utilizan para tratar y prevenir las múltiples formas de violencia que enfrentan en su vida cotidiana en la región. También aborda el papel del investigador para contribuir a un mejor entendimiento sobre la naturaleza y las causas de ambas problemáticas sociales, a fin de mejorar nuestra capacidad para reducirla.


  En América Latina y el Caribe, los individuos y las poblaciones están expuestos, cada vez con mayor frecuencia, a diferentes formas de inseguridad y violencia. Las tendencias son preocupantes. En varios países el tema de la seguridad toma un lugar preponderante —si no el más importante— dentro de las preocupaciones de las personas.2 Es una región particularmente afectada por violencia derivada no sólo a causa de conflictos armados y sus legados —como en Colombia y algunos países centroamericanos—, sino también por violencia criminal, sea por “delito común” o por “crimen organizado”. Por otro lado, son igualmente emblemáticos los casos de violencia contra niñas y mujeres —como es el de Ciudad Juárez o Ecatepec, en el Estado de México— sin dejar de lado los alarmantes niveles de violencia de género en todo el continente (Laurent, Platzer e Idomir, 2013). Esto es, como veremos más adelante en este libro, las diferentes formas de vulnerabilidad y de violencia —históricas y “nuevas”— que aquejan a esta parte del continente, con frecuencia se conectan, comunican y refuerzan mutuamente.


  Hoy en día la mayoría de los países de América Latina y el Caribe están experimentando una era de violencia alarmante nunca antes registrada en su historia reciente. De los 32 países de la región, 22 tienen tasas de homicidios más alta de diez por cada 100 000 habitantes, número considerado por la Organización Mundial de la Salud (OMS) como epidémico. Si bien las tasas de homicidio en la mayoría de las regiones del mundo se han reducido hasta en un 50% en la última década, durante el mismo periodo se han incrementado en más del 10% en América Latina y el Caribe (United Nations Development Programme, 2013).


  Durante la última década, de la misma forma, son cada vez más las ciudades que concentran problemáticas asociadas a la violencia. Varias ciudades importantes de El Salvador, Guatemala, Honduras, México y Brasil se han convertido en los lugares más peligrosos del mundo. Diversas estadísticas señalan que, en 2012, casi medio millón de personas (437 000) perdieron la vida a causa de homicidios dolosos en todo el mundo. Más de una tercera parte de éstos (36%) tuvieron lugar en el continente americano (incluidos Estados Unidos y Canadá). De hecho, aproximadamente una de cada cinco personas víctimas de muertes violentas en todo el mundo, en el año 2012, fue de nacionalidad brasileña, colombiana o venezolana. Catorce de los veinte países más mortíferos en el mundo se encuentran en América Latina y el Caribe. Según la Oficina de Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito (onudd) y el Monitor de Homicidios, aproximadamente el 33% de los homicidios del mundo se producen en América Latina y el Caribe, que sólo concentra el 8% de la población mundial (UNODC, 2014; Igarape, 2015).


  El impacto de la violencia en la sociedad y en la región es de gran alcance. Los estudios realizados hasta la fecha han documentado cómo la violencia erosiona el capital social y humano, al limitar el acceso a puestos de trabajo, la salud, la educación y la reducción de la confianza y la cooperación entre los miembros y organizaciones de la comunidad (Heinemann y Verner, 2006; Dammert y Malone, 2013). De hecho, algunos expertos han estimado que la acumulación neta de capital humano en América Latina y el Caribe se ha reducido a la mitad debido al aumento de la delincuencia y la violencia desde los años ochenta (Di Tella, Edwards y Schargrodsky, 2012).


  Esta onda espiral de violencia en aumento está teniendo un impacto en la nueva prosperidad económica encontrada de la región. Según el Banco Mundial, el dolor y el trauma infligidos a las víctimas, como resultado de la violencia, cuesta a América Central hasta el 8% de su producto interno bruto (PIB) (The World Bank, 2011). El Banco Interamericano de Desarrollo (BID) indica que la mayor inseguridad ha llevado a una disminución en el valor de las propiedades en México y Brasil (Agüero, 2013).


  Si bien las cifras precisas pueden ser debatidas, es indiscutible el hecho de que la gente de la región considera la falta de seguridad como su preocupación número uno. De la misma forma, con mayor frecuencia los gobernantes, políticos y empresarios de la región están reconociendo la necesidad de luchar a brazo partido contra esta realidad y desarrollar medidas, acciones y respuestas eficaces.


  En este sentido, ¿cómo detener este derramamiento de sangre en la región y poner fin al brote desmedido de violencia? Para ello, es esencial conocer lo que está causando el fenómeno y luego considerar las mejores opciones para su reducción, control y formas de mitigación de impactos.


  Las explicaciones de por qué la violencia ha proliferado en la región varían. Algunos sostienen que se trata de una falla en el monopolio del Estado sobre el uso legítimo de la fuerza (Koonings y Kruijt, 2014). Otros hacen hincapié en los factores relacionados con el fracaso del estado de derecho, la exclusión social y la desigualdad (Leeds, 2007; Mendez, Pinheiro y O’Donnell, 1999). Unos más culpan al tráfico de narcóticos, los flujos ilícitos, la tentación del dinero fácil y la influencia negativa del crimen organizado y de las pandillas. El legado de una historia violenta también ocupa un lugar preponderante en la literatura, donde los patrones de represión y control de la población utilizados por diferentes actores en tiempos de conflicto armado continúan y se transforman en otras formas de violencia, incluyendo la de género y la criminalidad en tiempos de paz (Bourgois, 2001; Rodgers, 2009; Wilding, 2010).


  Ya sea como resultado del colonialismo, las dictaduras militares, la guerra de guerrillas, la contrainsurgencia, purgas sociales, las drogas, el terrorismo, escuadrones de la muerte, el crimen organizado, la violencia doméstica, la violencia política o la violencia urbana, la historia de América Latina y el Caribe ha sido una de la violencia. De hecho, algunos expertos han ido tan lejos como para indicar que la violencia en América Latina y el Caribe se ha vuelto tan arraigada que se ha podido desarrollar, en cierto sentido, una “cultura de la violencia” (Boderner, Kurtenbach y Meschkat, 2001; Buvinic, Morrison y Orlando, 2005); Moser y McIlwaine, 2006). La diversidad en la naturaleza y la ubicación de la misma ha dado lugar a una vibrante comunidad académica e intelectual sobre estos temas en la región.


  REDIMENSIONAR EL DEBATE SOBRE VIOLENCIA Y VULNERABILIDAD


  En la actualidad, como concepto, la vulnerabilidad tiene connotaciones muy marcadas, aunque diferenciadas por los sujetos que la sufren y los riesgos específicos involucrados. A pesar de que no es un concepto tan común, su uso ha ganado importancia, sobre todo en el mundo académico de las ciencias y estudios sociales y de humanidades.3 Una definición estándar de la vulnerabilidad suele referirse a la disminución de la capacidad de un individuo o grupo para anticipar, sobrellevar, resistir y recuperarse del impacto de un peligro o condición natural o humana, así como para lograr el acceso a la justicia y el ejercicio de derechos sociales, económicos y culturales. El concepto es relativo, dinámico y se asocia con múltiples factores de riesgo tales como la pobreza, la inseguridad, el género, el origen étnico y la edad, entre otros factores.4 Abordar la vulnerabilidad significa, igualmente, pensar en un proceso dialéctico de comunicación de riesgos entre grupos de personas y situaciones (Malik, 2012).


  El imaginario social vincula el concepto de vulnerabilidad con ausencias o insuficiencia de protección y hasta cierto punto también debilidad e inferioridad. Sin embargo, según la comprensión de los autores de este texto es un concepto que describe ciertas circunstancias de ciertas poblaciones en ciertos contextos (Hale, 1996; Malik, 2012), con una serie de condicionantes compartidos entre los cuales se encuentra la escasa disponibilidad de redes, recursos y capitales sociales —tanto propios como institucionales— en el acceso a derechos, independientemente de la fuente de riesgo o “vulnerabilidad” (Hale, 1996).


  Las respuestas de las personas dependen también de la percepción que tengan de su situación de vulnerabilidad y la capacidad para lidiar con los riesgos que la acompañan. La conjugación de ambas dimensiones permitiría entender y anticipar tanto las situaciones como los comportamientos y, dar pistas para políticas públicas específicas mejor fundamentadas. Se permitiría, en resumen, conocer las variables objetivas y subjetivas de las formas de vulnerabilidad, los grupos particulares y los contextos. Ello no queda exento de controversias: pues en esta aproximación se parte de un supuesto negativo definido a través del riesgo y la exclusión y no a partir de la potencialidad de las capacidades o de la resiliencia de las comunidades y sociedades. Por lo anterior valdría la pena volver a preguntarse en cada situación concreta, ¿cómo se define aquí la vulnerabilidad y para qué fin se usa?


  Un proceso de reflexión similar sucede con la violencia, concepto de uso común y recurrente en diversas esferas de la vida cotidiana y en los análisis sociales, incluidos los políticos y económicos. La proliferación de la literatura sobre la misma es relativamente reciente y más abundante que la de vulnerabilidad. A raíz de la Resolución WHA49.25 de 1996, de la Asamblea Mundial de Salud (1996), la violencia adquirió el carácter de categoría general circunscrita en mucho a la interpersonal, sin excluir otras manifestaciones, para hablar de una serie de consecuencias principalmente en las personas y comunidades. No obstante, estudios previos sobre los impactos de la guerra o la violencia en el hogar5 sirvieron de base para determinar una serie de similitudes entre dichos fenómenos sociales y diversas manifestaciones de violencia que después serían agrupadas en el concepto de la Organización Mundial de la Salud (OMS) (Krueg, Dahlberg y Mercy, 2003). Ya con un referente internacionalmente aceptado, las nuevas situaciones de emergencia (y urgencia) mundiales empujan a desafiar las concepciones generales para replantear sus alcances y limitaciones sobre su naturaleza, sus componentes, dimensiones o manifestaciones, y los impactos a través de los cuales puede ser entendida y atendida, pero también mitigada y prevenida.


  El Informe Mundial sobre la Violencia y la Salud (Krueg et al., 2003) ha sido el documento hito para establecer las relaciones entre vulnerabilidad y violencia, al sentar las bases de los análisis epidemiológicos y desagregar sus orígenes a través de factores de riesgo. Con posterioridad y mucho más elaborado, el informe del Banco Mundial de 2011, el “World Development Report on Conflict, Security, and Development”, se enfocó en establecer las relaciones causales específicamente desde un punto de vista de desarrollo social.


  Uno de los mensajes centrales de este informe señala que hay factores múltiples (tensiones) que aumentan el riesgo de la violencia, retomando así el marco desarrollado por la oms. Estos factores incluyen las dimensiones económicas, políticas, de la salud y de seguridad. Algunos son nacionales, tales como los bajos ingresos, el alto desempleo y las desigualdades. Otros externos, como las crisis económicas, el comercio internacional de drogas o los conflictos transfronterizos. Por último, el informe dejó en claro que también importan la fuerza y la integridad de las instituciones, tanto formales como informales, estatales y no estatales (World Bank, 2011b, pp. 73-95).


  No obstante, la forma en que la violencia y la vulnerabilidad se comunican, entrelazan y refuerzan pareciera estar relacionada directamente con los adjetivos a través de las cuales se definan. Es decir, en términos generales sería difícil atribuir una relación causal, lineal y directamente proporcional entre ambos fenómenos, en primera instancia por el amplio espectro de circunstancias que pueden llegar a considerarse parte de las definiciones, pero también por la escasa evidencia al respecto. No obstante, existen las suficientes pistas para afirmar que determinadas formas de vulnerabilidad dinamizan —sean por las características de riesgo atribuidas a determinados grupos,6 territorios7 o modalidades8— manifestaciones específicas de violencia, a la vez que agravan, en cierto sentido, formas estructurales de vulnerabilidad.


  Lo que se pretende tematizar en este libro no es solamente la vinculación entre vulnerabilidad y violencia, sino más específicamente la vulnerabilidad ante la violencia, es decir, en contextos violentos. Esto tampoco es suficiente para acercarse a la complejidad de las interacciones entre ambas.


  El espectro de la vulnerabilidad puede abarcar diversas situaciones que van de la discriminación —sea por diferentes razones de entre las que se encuentran las generacionales, de género, clase social, etnicidad, racial, orientación sexual, capacidades diferentes, entre otras— a la exclusión. Se relaciona con inequidad y desigualdad social, económica, cultural, jurídica y política.9 Está vinculada con acceso limitado o no equitativo a recursos de diferente índole, incluidos los institucionales —más allá del sentido estricto de la institucionalidad pública, como la justicia— sean formales e informales, que incluyen la participación política, la educación, la salud y otras tantas dimensiones. Todo ello íntimamente ligado a derechos fundamentales y el acceso a los mismos, más allá de su mera existencia en las leyes y normas, lo que centra la atención en su materialización en la vida cotidiana de las personas.


  Las poblaciones consideradas como vulnerables, por lo general, están expuestas no solamente a una de sus formas, sino a una multiplicidad de sus manifestaciones. En este sentido, la vulnerabilidad es una condición cuyos efectos pueden ser transgeneracionales y persistentes en sus múltiples dimensiones, como sugieren los análisis sobre pobreza, desigualdad y exclusión (OECD, 2008). Las diversas formas de discriminación, exclusión y violación a derechos se refuerzan mutuamente. Las diferentes y múltiples condiciones de vulnerabilidad y violencia están interconectadas (Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura, 2013). Si tomamos como referencia la inseguridad, violencia letal y la vinculada a delitos, se podría decir que la vulnerabilidad ante la violencia ha aumentado en varios de los países de América Latina y el Caribe, si bien en algunas regiones más que en otras, aunque no se trata de fenómenos homogéneos. Hay múltiples formas de vulnerabilidad, así como de violencia, que afectan a poblaciones diversas con impactos diferentes.


  Sin embargo, a pesar de la vulnerabilidad por la que atraviesan diversas poblaciones ante las diferentes formas de violencia, no es posible afirmar que son actores pasivos sin visión e iniciativa política. Todo lo contrario, las personas y las comunidades son actores que buscan cambiar las condiciones de vulnerabilidad que viven. En esta línea, en vez de hablar de “población vulnerable” es preciso cambiar hacia “poblaciones en situación de vulnerabilidades”. No se trata de un cambio meramente gramatical sino de visibilización de la compleja realidad por la que poblaciones enteras atraviesan. Es en este sentido eje central del libro: las “poblaciones en situación de vulnerabilidad”.


  La “situación de vulnerabilidad” es un fenómeno complejo para desentrañar la violencia y sus consecuencias. La relativamente sencilla clasificación dicotómica que nace del campo jurídico para indicar quiénes son víctimas y quiénes victimarios, es en la realidad una compleja gama de matices que en sí invita a descubrir factores que faciliten la generación de víctimas, pero también de victimarios, y donde ambas condiciones no necesariamente se excluyen mutuamente y, al contrario, llegan a conjugarse.


  Es decir, en algunos casos aplican ambas categorías, cuando las personas son víctimas y victimarios a la vez; o cuando evolucionan de una categoría a otra, de víctima a victimario, o en sentido inverso.10 Sin embargo, no se trata de una relación causal, ni lineal, sino de una compleja interacción de factores. Un ejemplo para ilustrar lo anterior sería el caso de Centroamérica donde los jóvenes están sujetos a fuertes dinámicas de socialización, seducción e inducción a la violencia, sobre todo en el marco de las “maras”. En esos casos las dimensiones identitarias y psicosociales así como las construcciones de feminidad y masculinidad son elementos fundamentales, para comprender no sólo la violencia basada en género sino también las otras acciones de violencia en que se involucren.


  Por otro lado, no sólo es fascinante observar que individuos que han sido expuestos a ciclos de violencia no los replican —como suele suceder en la mayoría de los casos—, sino también entender que son capaces de romper dichos ciclos de forma consciente (o inconsciente) e, incluso, convertirse en agentes pacificadores. Poco sabemos sobre estos “casos contra-fácticos”, sean masculinos o femeninos, aunque son mucho más comunes los de mujeres pacificadoras y sus estrategias de intervenir en conflictividad y violencia cuando afecta sobre todo a sus hijos, sus familias y su comunidad. Tampoco sabemos suficiente sobre el papel de mujeres como victimarios, o aliadas de victimarios.


  No todos los individuos o comunidades son vulnerables, en la misma medida, a determinados tipos de violencia, ni siquiera si las circunstancias son parecidas, como en el caso de los niveles de pobreza. Esto quiere decir que las situaciones de vulnerabilidad social, no necesariamente se traducen en violencia o delito.


  Lamentablemente, predomina una simplificación de las conexiones y complejidades en la opinión pública y en la política, que es particularmente grave si tales simplificaciones influyen en el diseño de políticas públicas. Tomemos un ejemplo. La economía política de la violencia en zonas transfronterizas es muy diferente de aquélla en ciudades capital, aunque las vulnerabilidades socioeconómicas de las poblaciones en ambos espacios geográficos presentan características muy semejantes. De la misma forma existe una tendencia hacia respuestas tecnócratas, en aras de poder demostrar resultados rápidos a problemáticas profundas, muchas de ellas copiando modelos de intervención que (supuestamente) han funcionado en otros contextos. Estas estrategias no solamente no producen ningún cambio, sino que en ocasiones son contraproducentes y causan más daños a la gente que beneficios.11 Un componente aún ausente en estas estrategias es el conocimiento profundo de los contextos específicos y, sobre todo, de la dimensión humana. El ser humano con su agencia es reducido a categorías como “víctimas”, “victimario”, “pobre”, “joven”, “mujer”, “habitante de X barrio marginado”, y así sucesivamente. No se reconocen aún, salvo honrosas excepciones, las limitaciones de intervenciones superficiales que no captan las complejidades y que operan en función de imaginarios sociales ajenos a las especificidades locales.


  Las políticas públicas, de manera muy recurrente, utilizan estrategias que van por diferentes caminos, unas para reducir las vulnerabilidades, por ejemplo en forma de reducción de la pobreza o promoción del desarrollo en algunos de sus matices, y otras para enfrentar “la violencia”. La necesidad de reducir también la vulnerabilidad a la violencia no ha sido suficientemente reconocida y en general ha existido poca capacidad o voluntad política para lograr un cambio real. Las políticas de prevención de violencia deben ser focalizadas, temporales y con objetivos específicos, adicionales pero articuladas a una política social. Es más, sin duda las políticas públicas respectivas deben inscribirse en una lógica de acceso igualitario a los derechos humanos.


  Las políticas públicas, tradicionalmente sectoriales, son típicamente fragmentadas, tratando los problemas de forma aislada y no integral, lo que con frecuencia crea duplicidad de esfuerzos y desperdicio de recursos (CAF, s/a). Pero las personas no tienen una visión “compartimentada” de la seguridad como parece tenerla el Estado, sobre todo en contextos donde el debilitamiento y la erosión de la institucionalidad se profundizan a costa de los más excluidos. En muchos de esos contextos, las estrategias de intervención gubernamental ante problemas de violencia llegan a ser profundamente antidemocráticas (Buchanan, DeAngelo, Ma y Taylor, 2012). Los procesos democráticos profundos y sustentables no pueden dejar de lado a las poblaciones en situación de vulnerabilidad ante, y por, la violencia.


  Para la gente, la concepción de seguridad forma parte de su cotidianidad y se vuelve mucho más amplia e integral, vinculada al ejercicio de sus derechos y las expectativas sobre sus necesidades básicas como son salud, educación, vivienda, empleo, justicia, medio ambiente, y demás, acercándose más al concepto de seguridad humana. La vulnerabilidad ante la violencia, inseguridad y criminalidad no es un tema aislado, ni atomizado. Típicamente forma parte de un conjunto de vulnerabilidades con intersecciones entre sí que contribuyen a su mutua profundización. Estas conexiones a veces son obvias y otras tantas son más opacas. Por ejemplo, ¿es una comunidad más vulnerable a la inseguridad pública si hay niveles de educación más baja en ella? ¿Qué relación existe con la calidad de infraestructura, el nivel de la humanización del urbanismo (urbanismo social), la conflictividad general de un país o de cierta región? ¿Cuál es el impacto de estas variables? ¿Por qué en algunos contextos donde tenemos condiciones de exclusión social semejantes hay diferentes niveles de violencia? ¿Cuál es el factor de capital social —“positivo” o “negativo”— con todos sus matices entre estos dos polos? Este libro tiene como objetivo indagar por varias de estas preguntas.


  A pesar de estas complejidades, como se ha mencionado, se puede observar que en la región las respuestas predominantes para disminuir la violencia y la inseguridad pública básicamente son represivas mucho más que preventivas. Son “securitizantes”, en el sentido de que la seguridad se vuelve casi un fin en sí mismo aun en contra de las expresiones más obvias y visibles de la violencia, sin contemplar sus causas profundas y sin dar importancia a políticas más integrales y de largo plazo para superarlas. Las respuestas parecieran enfocadas en las prioridades del Estado o la nación (seguridad estatal, seguridad nacional), pasando por encima de las necesidades del ser humano o del individuo ciudadano —siguiendo el pensamiento de la seguridad humana o seguridad ciudadana— y aún con menos consideración si este individuo es miembro de una población en situación de vulnerabilidad por su clase social, raza, etnicidad, género o edad.


  Es preciso evidenciar intervenciones que con frecuencia son superficiales, paternalistas y, hasta cierto punto, condescendientes. Se precisa contrarrestar las frivolidades de los populismos políticos que persiguen estrategias de asignación de culpas, estigmatización y exclusión, que refuerzan etiquetas socialmente construidas, en términos de Becker (1971). Un ejemplo emblemático sería el encarcelamiento masivo de aquellos que son considerados victimarios por delitos en muchas ocasiones injustificadamente imputados, es decir, sin pruebas concretas o sustentables (un referente está en las cifras elevadas de presos preventivos) (OEA, 2013), con el resultado muy probable de su “profesionalización criminal” durante su reclusión que tendría consecuencias nefastas para la sociedad una vez que sean liberados.


  La seguridad es una función central del Estado, pero existe una corresponsabilidad por parte de la sociedad, que no significa una obligación sino que está inscrita en el conjunto de derechos y deberes ciudadanos. Crear una conciencia y cultura cívica del cuidado del otro, incluyendo por supuesto a las poblaciones en situación de vulnerabilidad, no es tarea solamente de los “encargados públicos” y “expertos para estas poblaciones” (trabajadores sociales, de salud, policías, maestros, personal del sistema penitenciario, etcétera). Actores como el sector privado ganan importancia para contribuir al bienestar societal. Sin embargo, sin generalizar, en muchas ocasiones sus intervenciones se caracterizan por lógicas paternalistas, asistencialistas y aisladas, si no forman parte de una política global.


  Es necesario iniciar un proceso de reflexión para que cada miembro de la sociedad comprenda que la vulnerabilidad de algunos muy probablemente contribuya a la vulnerabilidad de todos. Menores espacios de vulnerabilidad deberían contribuir a mayor cohesión social, a la vez que se traduce en mayor resiliencia frente a la violencia. Lo mismo aplicaría en sentido contrario: el bienestar de la mayoría debería significar un bienestar social en su totalidad. Sin embargo, no es un simple ejercicio de sumar y restar. La disminución de las vulnerabilidades puede llevar a menos violencia en algunos sectores de la población, y al aumento de la violencia en otros. Asimismo, la mejora de la seguridad de algunos —a costa de otros— puede disminuir las vulnerabilidades de pocos y aumentar las vulnerabilidades de muchos. Las élites de una ciudad pueden optar por construir muros y colocar mayas, e invertir más y más en la seguridad privada, aunque también pueden optar por dirigir sus proyectos políticos y recursos para disminuir las razones profundas de la criminalidad. A los límites y barreras físicas y visibles se suman las inmateriales y simbólicas. El término invisible no sería adecuado, dado que en sus expresiones y consecuencias se vuelven muy visibles y reales. Ejemplos serían la misoginia, el racismo, el clasismo, el patriarcado, la homofobia, la discriminación e irrespeto hacia el otro en todas sus formas.


  Sería importante desasociar la seguridad de limitantes geográficos. Podemos construir espacios seguros en el micro y descuidar las dimensiones en los niveles medio y macro. Pero también es importante tomar en consideración su dimensión temporal. La seguridad mal construida, con una visión cortoplacista, no es sostenible. Pensemos en los corredores o “islas de seguridad” para unos cuantos (Lewis, 1980). ¿Qué pasa con la seguridad de aquellos que más sufren con mayor recurrencia ciertas formas de violencia, los que viven en los barrios marginados? (Muggah, 2012). Si logramos mayor seguridad para el mayor número de personas, ¿acaso no serían mejores las condiciones de vida para la comunidad en su integralidad? ¿No se lograría mayor seguridad, si se atendieran las interconexiones entre vulnerabilidades, conflictividades y criminalidades, desde sus especificidades en el nivel local, hasta sus patrones a nivel nacional, regional y global? Es el caso de la vulnerabilidad a inseguridad y violencia vinculada a algunos de los procesos depredadores de la globalización (sin negar sus dimensiones positivas). Muchos de los efectos negativos de la interdependencia global están concentrados en algunas poblaciones a nivel local. Por ejemplo, los que sufren mayormente las consecuencias de la destrucción de recursos naturales son las poblaciones locales donde se encuentran los mismos. No en pocas ocasiones sus territorios y vidas están bajo amenaza y despojo. En muchos casos, que lamentablemente no son la excepción, se emplean estrategias extremas como es el desplazamiento forzado o también la violencia sexual contra mujeres. Ello aun sin considerar que las diversas vulnerabilidades se profundizan en contextos de violencia armada.


  En el mismo sentido, no es posible ignorar los antecedentes históricos de las vulnerabilidades, para poder construir mejores escenarios de cambio real. Para lograr cambios sostenibles, se necesita un profundo conocimiento de las razones y dinámicas históricas de construcción de poder y relacionamiento de actores clave, de los pactos sociales, el nivel de legitimidad y la confianza que tiene la gente con respecto del Estado, explicando la existencia de vulnerabilidades en el presente y las estrategias de superarlas. Debe existir un sentido de autocrítica sobre qué hace una sociedad “vulnerable para ser vulnerable”, para poder entender y construir intervenciones funcionales. En este sentido, no se pueden ignorar intereses muy fuertes para el mantenimiento del estatus de la vulnerabilidad como ejercicio de control de poder económico y político.


  A pesar de que cada vez existen mucho más estudios al respecto, todavía está ausente una mirada profunda a las poblaciones que son mayormente afectadas por las vulnerabilidades derivadas de las violencias, como víctimas y(o) victimarios.


  El objetivo de este libro es justamente esto: contribuir al debate actual sobre cómo mejorar la seguridad pública, en aras de construir una seguridad ciudadana o incluyente para todas las personas y poblaciones y reducir las violencias, privilegiando una perspectiva desde las propias poblaciones afectadas por la violencia y la criminalidad que, en su gran mayoría, son aquéllas en situación de vulnerabilidad.


  LA CONTRIBUCIÓN AL DEBATE


  Los textos de este libro analizan la situación de vulnerabilidad y violencia de las personas de varios países de América Latina y del Caribe, indagando sus bases y sus estrategias para superar dichas situaciones. Se ha construido conocimiento sobre las poblaciones en cuestión y, en algunos casos, conjuntamente con las comunidades y sus integrantes, abandonando la mirada tradicionalmente estadocéntrica que, al respecto, existe sobre el tema. No se niega la importancia del papel del Estado, que lo tiene y debe tener en estos temas.


  No es un texto, igualmente, que idealiza las respuestas comunitarias y la capacidad de resiliencia de las personas frente a las violencias, casi como único camino que se debería tomar después de un sinnúmero de fracasos que se acumulan en varias de las políticas públicas de seguridad y justicia en la región. Al contrario, se reconoce la importancia de muchas iniciativas nuevas y sobresalientes del Estado, como algunas innovaciones en el marco del urbanismo social en diversas ciudades del continente. Sin embargo, lo que sí se hace es poner un especial énfasis en los impactos y estrategias de las poblaciones afectadas por las violencias. Se busca construir un marco de referencia que facilite la complementariedad entre ambos sectores, el Estado y la sociedad, sin caer —nuevamente— en un romanticismo. Es una mirada fresca y crítica, que no niega la cooptación, corrupción y criminalización de partes de Estado, y de la sociedad, por fuerzas y poderes muy concretos, provenientes de actores que promueven la ilegalidad y lo ilícito, y cuyas fronteras con frecuencia se diluyen, en ocasiones por el uso estatal de diferentes formas de violencia, que incluso van en contra de sus propias iniciativas de seguridad.


  Se necesitan poner en vigor mecanismos concretos que posibiliten la participación y gestión real de las poblaciones en situación de vulnerabilidad en la política pública. Hay que reconocerlos como sujetos plenos de derechos y fortalecer sus capacidades de incidir en políticas públicas para promover sus agendas políticas en la construcción no sólo de comunidades más seguras sino también más democráticas.


  El lector interesado encontrará aquí muchas pistas sobre cómo hacerlo, teniendo a su disposición investigaciones empíricas preocupadas por generar conocimiento útil desde varias, y variadas, realidades latinoamericanas y caribeñas.


  Pero este libro va todavía más allá: aborda, igualmente, el papel de la investigación social per se: ¿cómo investigar? ¿Qué impactos —no siempre positivos— puede tener una iniciativa de investigación sobre la población que se está estudiando y que vive en contextos de violencias e inseguridad? ¿Cuál es el potencial transformador de una investigación para lograr incrementar la seguridad y la paz, en una sociedad, y principalmente para quienes padecen mayor violencia? ¿Puede la investigación apoyar, más allá del análisis profundo, las estrategias y la agencia política de la gente para enfrentar violencia y criminalidad?


  Se han juntado diecisiete experiencias de investigación muy concretas, en su mayoría financiadas por el Centro Internacional de Investigaciones para el Desarrollo de Canadá (IDRC, por sus siglas en inglés), que abarcan los siguientes países: Argentina, Brasil, Colombia, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, Jamaica, México y Venezuela. Éstas son miradas y contribuciones teóricas y metodológicas desde el “Sur global”, importantes en el debate académico y de políticas públicas relevantes, dominado por enfoques y experiencias del “Norte global”.


  Los temas son diversos e indagan más allá de actores y acciones violentas: se adentran en los espacios y territorios afectados, como las rutas del narcotráfico, migración, desaparición forzada, tráfico de armas, trata de personas; lo mismo que tocan las urbanizaciones excluyentes, las zonas transfronterizas, las regiones y localidades de conflictos socioambientales y los que cuentan con presencia de actores armados de diversa índole estatal y no-estatal.


  Se destaca la importancia de las instituciones (en particular las informales), en la reducción de la violencia y en el desarrollo de estrategias de afrontamiento a nivel comunitario, como lo muestra el capítulo de Jaramillo y Gil en Medellín, que señalan cómo la Iglesia católica y los grupos comunitarios locales desarrollaron estrategias para reducir las múltiples formas de violencia. En su artículo sobre el caso de Venezuela, Briceño León también destaca el papel que desempeñan las instituciones informales como intermediarios, incluyendo las familias, la Iglesia y las escuelas y sus propias formas de resolución de conflictos en un contexto donde el Estado era un autor de la violencia. Asimismo, Aguilar y Martínez Solares, como también Gómez Ramírez y Zuluaga García, y el trabajo de Zavaleta Betancourt, en sus respectivos capítulos, disertan sobre las iniciativas comunitarias y las estrategias y demandas de diversas poblaciones en situación de vulnerabilidad, entre otras, desplazados y víctimas de la delincuencia, las afectaciones e impactos, como también exploran respuestas y la importancia del acceso a derechos.


  En cuanto al papel que la geografía juega en esta problemática, Carrión y Llugsha miran las ciudades fronterizas, donde examinan las distintas asimetrías que caracterizan estos territorios y la extrema violencia que caracteriza a algunas de las zonas fronterizas en América del Sur y Central. Ellos atribuyen esta violencia no sólo a la delincuencia organizada transnacional, sino a las políticas públicas contradictorias en cada lado de la frontera que facilita la violencia local que a su vez tiene repercusiones globales. Alarcón Gil en su investigación toma nota de una semejante realidad en el caso de Ciudad Juárez.


  La dimensión de género e identidad, como componente indispensable en el debate latinoamericano, muestra la gran deuda histórica y social que aún se tiene en varios sectores y cómo se van imbricando nuevas dimensiones a las no atendidas. La realidad de las mujeres campesinas e indígenas en Guatemala y Colombia, como la describe Méndez, es dura y conmovedora, pero también una lección sobre la solidaridad y la fuerza que surge entre ellas a través de compartir sus experiencias y objetivos comunes. Por su parte, Meertens, Pinto y Samira Fajardo, como lo hace Walter González, nos muestran los complejos desafíos pero también prácticas y estrategias de acceso a justicia formal e informal que son alentadoras, que miran a las mujeres como actoras y constructoras de nuevas historias de cambio. En Brasil, Taylor y Moura observan formas dominantes de socialización masculina y su vinculación a diferentes tipos de inseguridad pública y privada y la violencia. Nos empujan a repensar las dimensiones de género de la violencia y promover masculinidades no violentas.


  También se destaca el papel de la política pública a lo largo de las intervenciones, pero particularmente en los capítulos que se ocupan de la prevención de la violencia juvenil. Weekes, Ward y Lyew-Ayee presentan una excelente síntesis de cómo el énfasis de alternativas comunitarias impulsadas contra el delito han hecho hincapié en los factores de protección entre los jóvenes en situación de riesgo, lo que podría desempeñar un papel importante en la reducción de la vulnerabilidad, de las poblaciones marginadas, a la violencia. Del mismo modo, Aguilar Umaña nos obliga a pensar de forma diferente sobre las pandillas juveniles en el Triángulo Norte de América Central y reconocer que son una parte integral no sólo del problema sino también de la solución. Alvarado presenta un estudio sobre violencia juvenil y un análisis de las principales tendencias de muertes violentas de jóvenes en cinco países de la región, la aproximación más detallada al respecto en la región. Tager, por su parte, analiza con profundo conocimiento los enfoques políticos innovadores de reducción de la violencia, tomando en cuenta actores ilegales con el ejemplo de El Salvador.


  Por último, Vilalta da luz sobre una de las muchas formas invisibles de victimización en nuestras sociedades. Su aproximación y perspectivas sobre las personas con capacidades diferentes, representa una contribución importante.


  A través de todos estos textos, el lector se dará cuenta de la gran cantidad de barreras, de diferente índole, que las personas enfrentan cuando padecen violencia y de las cargas psicológicas que a menudo cargan solos, pero también encontrará lecciones alentadoras que nos indican que no todo está perdido y que, en su mayoría, el capital transformación está precisamente en dichas personas y sus comunidades.


  Las investigaciones que aquí se presentan, por otro lado, contribuyen para superar varias de las lagunas de conocimiento sobre estas problemáticas y, en algunos casos, han coadyuvado en la mitigación de los impactos de la violencia a través de la memoria histórica; han promovido la agencia de las poblaciones afectadas y han empoderado sus estrategias.


  Los diversos capítulos contienen contribuciones de investigadoras e investigadores ya muy reconocidos, así como de una nueva generación de científicas y científicos sociales de trabajo prometedor y comprometidos con la región. Son miradas muy innovadoras, con aportes importantes en los debates actuales sobre estos temas, de índole teórico y metodológico. Hay estudios de casos muy locales, pero también hay miradas a nivel nacional y regional. Su rigurosidad en términos teóricos y metodológicos, sus enfoques multidisciplinarios y el uso de casos empíricos de investigación, tienen su fundamento en estándares elevados de ética y seguridad para las y los investigadores y, sobre todo, para la de las personas participantes: Rojido y Cano, dan muestra de la instalación del debate en la región y la importancia del mismo para cualquier investigación. Los trabajos aquí presentados crean un cúmulo de conocimiento muy valioso y profundo para diversos mundos: el académico, el político, el de los cuadros técnicos que hacen intervenciones en y con las comunidades y, sobre todo, las poblaciones en situación de vulnerabilidades sin cuya participación la mayoría de ellos no hubiera sido posible realizarlos.


  Cualquier persona que tenga este libro en sus manos encontrará textos muy estimulantes para la innovación de políticas públicas y ojalá también para las vidas de las personas y comunidades que han padecido de violencia. Y también encontrará, en unas cuantas líneas, la pasión, el compromiso y la entrega de todas y todos quienes han participado en su elaboración, comprometidos siempre con mejorar una región propia, cuyo dolor está presente en cada línea, donde la lista de retos es, lamentablemente, muy larga. Sin embargo, este libro también ilustra las estrategias de la gente para cambiar sus vidas de forma positiva.
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  1 Los autores agradecen a Jahel Itamar Garfias Jaramillo, Verónica Martínez Solares y Donny Meertens por sus observaciones.


  2 Esto quedó claro, por ejemplo, en los últimos resultados de Latin American Public Opinion Project así como de las encuestas periódicas desarrolladas por el Latinobarómetro. Para mayores referencias véase <www.vanderbilt.edu/lapop/>.


  3 Tal vez el uso más común del término vulnerabilidad está en el área de las ciencias climáticas y de salud, por ejemplo, véase el último informe de evaluación del Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático en <www.ipcc.ch/report/ar5/>. Véanse también los estudios realizados por la Oficina de Referencia de Población en Riesgo de Desastres y Vulnerabilidad disponibles en <www.prb.org/Publications/Articles/2011/disaster-risk.aspx>. Para ciencias de la salud véase, por ejemplo, Garmezy (1991), o el trabajo de Marmot (2005), donde habla de cómo los factores sociales están en la raíz de muchas desigualdades en salud.


  4 En este sentido es importante la definición que de vulnerabilidad hace la International Federation of the Red Cross, visible en <www.ifrc.org/en/what-we-do/disaster-management/about-disasters/what-is-a-disaster/what-is-vulnerability/>.


  5 En este sentido resultaron pioneros los trabajos con supervivientes a hechos de violencia, como lo señala Herman (1997). En el mismo sentido, la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo (El Cairo, 1994) y la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer (Beijing, 1995), ambas fundamento de la resolución WHA4925.


  6 Tales son los casos de la violencia familiar, de género o contra la infancia como las más conocidas, o tratándose de poblaciones afrodescendientes en Estados Unidos y Brasil (Waller y Martinez-Solares, 2015).


  7 La forma más representativa es la violencia urbana y la alta correlación entre violencia juvenil y las áreas más pobres y marginales en el interior de las ciudades (Muggah, 2012).


  8 Un ejemplo al respecto es el homicidio en América Latina que, por sus particularidades, conecta la violencia interpersonal con la social de dimensiones transnacionales (delincuencia organizada), a través de pandillas, grupos tradicionalmente excluidos cuyo elemento por excelencia es la identidad. Véase UNODC, 2014, acerca del homicidio.


  9 Este vínculo también se ha puesto de manifiesto en el último acuerdo sobre los objetivos de las Naciones Unidas para el Desarrollo Sostenible, que reconoce los vínculos entre la vulnerabilidad y las diferentes formas de desigualdad y discriminación. El último documento al respecto puede ser consultado en: <www.un.org/pga/wp-content/uploads/sites/3/2015/08/120815_outcome-document-of-Summit-for-adoption-of-the-post-2015-development-agenda.pdf>.


  10 Dichos patrones tienen su mejor ejemplo en la violencia familiar y la transformación de mujeres víctimas a agresoras, lo mismo que la trayectoria de abuso de varios hombres (Block, Blockland, Van de Weff, Van Oss y Niewbeerta, 2010).


  11 Un artículo excelente que provee de un muy buen resumen sobre cómo ciertas estrategias de reducción de violencia y delito, particularmente las de mano dura, en Centroamérica han contribuido a la radicalización de las maras y pandillas, orillándolas a la comisión de mayor violencia y hacia la criminalidad de delincuencia organizada es el desarrollado por Jütersonke, Muggah y Rodgers (2009).


  EN EL PUNTO DE MIRA: DESAFÍOS ÉTICOS Y METODOLÓGICOS DE LA INVESTIGACIÓN DE CAMPO EN CONTEXTOS DE VIOLENCIA


  EMILIANO ROJIDO e IGNACIO CANO


  RESUMEN: La seguridad de las personas y la consistencia ética y metodológica de la investigación son elementos comúnmente amenazados en contextos de violencia. De hecho, todavía no existe entre los sociólogos una respuesta consolidada a esas cuestiones en ese tipo de contextos. El propósito de este texto es reflexionar sobre el impacto de la violencia en la metodología y los principios éticos aplicables a diversos escenarios de la “investigación en contextos peligrosos” (guerras, conflictos intergrupales, grupos criminales, violencia interpersonal, etc.), como una herramienta de referencia para los investigadores que realizan investigaciones de campo en ambientes violentos y amenazantes. Específicamente, se discuten elementos tales como la elección de las técnicas de investigación, las estrategias para entrar en el campo, la presentación del investigador y sus objetivos, la recogida de datos, la gestión práctica de riesgos, el establecimiento de límites morales, el análisis de datos y las eventuales consecuencias de la publicación. El trabajo se basa en la revisión de la literatura especializada y en la propia experiencia de los autores.


  Palabras clave: Metodología, técnicas de investigación, desafíos éticos, investigación de campo, riesgos, violencia.


  1. INTRODUCCIÓN


  El objetivo de la metodología es proporcionar pautas para que las investigaciones produzcan resultados científicamente válidos y confiables. En las ciencias sociales, la metodología alcanza un consenso menor que en las ciencias naturales y tal vez por esa misma razón, tiene mayor relevancia en el debate y la formación académica. En general, las investigaciones cuantitativas son más estandarizadas y están sujetas a reglas más claras, mientras que las cualitativas cuentan con mayor grado de flexibilidad e incertidumbre, pero ambas se enfrentan a los mismos problemas básicos. Evitar la interferencia de sesgos de diverso tipo, por ejemplo, es un denominador común a toda investigación social, con especial atención a aquellos sesgos derivados de la presencia o actuación del investigador.


  Por otro lado, mientras intentan producir información válida, los científicos deben respetar un código de ética en su conducta profesional. De hecho, la preocupación por la ética de las investigaciones se ha incrementado en las últimas décadas. Entre los principios éticos consagrados más comunes podemos citar los siguientes: a] no causar daño a las personas o poblaciones estudiadas, esto es, evitar efectos iatrogénicos de la investigación; b] relacionado con el punto anterior, preservar la identidad de las personas y grupos estudiados, en la medida en que su identificación pueda comprometer su bienestar o su imagen; c] informar a las personas de la intención de realizar una investigación sobre ellas y de las consecuencias que podrían derivarse de su participación; d] respetar la decisión de los individuos (debidamente informados) sobre si desean participar o no en la investigación, evitando coacciones o imposiciones y posibilitando que interrumpan en cualquier momento su colaboración. De esta manera, en muchos casos se exige el consentimiento individual de cada persona por escrito; e] proporcionar información satisfactoria a los sujetos sobre los resultados de los estudios en los cuales participaron, especialmente cuando haya una demanda en ese sentido. En las posiciones más exigentes, el investigador debería también mostrar los resultados preliminares a las personas involucradas y registrar su perspectiva, incorporándola, de alguna manera, en el informe final; f] tratar de beneficiar a las personas o grupos involucrados en el estudio, para que también ellos obtengan efectos positivos de la investigación. En este sentido, es común oír de poblaciones marginadas objeto de estudio que los investigadores las “utilizan” para sus propósitos, toman su tiempo y muchas veces no dejan nada a cambio.


  El propósito de este trabajo es reflexionar sobre el impacto de la violencia en la metodología y en los principios éticos aplicables a varios escenarios de “investigación en el peligro” (guerras, conflictos intergrupales, grupos criminales, violencia interpersonal, etc.), como instrumento de apoyo para los investigadores. Con frecuencia la violencia es el propio tema de investigación, pero también se consideran ocasiones en que el estudio tiene como objetivo otros asuntos relacionados con grupos sometidos a condiciones de violencia. Obsérvese, sin embargo, que no toda la producción científica sobre violencia está contemplada aquí. El investigador que trabaja con datos secundarios sobre homicidio, por ejemplo, no necesita adentrarse en este tipo de reflexiones. De ahí la referencia genérica de “investigaciones de campo en contextos de violencia”.


  De cualquier manera, debe quedar claro que no existe una única realidad sobre la violencia, sino una amplia gama de situaciones en las cuales la violencia se presenta en diversas formas, intensidades, modalidades y consecuencias. Los contextos violentos son heterogéneos e involucran múltiples ofensores y víctimas, frecuentemente entrelazados, así como diversos impactos y riesgos. Por lo tanto, este trabajo no podría tener como objetivo proporcionar una “receta” para los investigadores en contextos violentos, sino apenas una serie de reflexiones y pautas que deben ser aplicadas y adaptadas a cada caso.


  La violencia constituye una clara fuente de vulnerabilidad social y, al mismo tiempo, tiende a ocurrir contra los sectores socialmente más vulnerables. Por otro lado, el trabajo de investigación puede agravar situaciones de violencia acentuando la situación de vulnerabilidad de las personas involucradas. En consecuencia, la preocupación inicial del investigador deberá ser el preservar la integridad de investigadores e investigados, procurando al mismo tiempo resguardar la consistencia ética y metodológica de la investigación.


  En este sentido, la primera observación, aunque casi obvia, es que la violencia no es irrelevante ni para la metodología ni para la ética, de manera que ninguna de las dos puede pretender ser inalterada por su presencia.


  La segunda observación es que varios de los principios o criterios éticos anteriormente mencionados deberán ser adaptados, y en ocasiones incluso dejados de lado, en los estudios en contextos de violencia. De hecho, la gran mayoría de los referentes éticos formalizados para la investigación con sujetos humanos están inspirados en la investigación biomédica y pueden llegar a ser inadecuados o contraproducentes para estudios sociales en ámbitos violentos. Así, muchos comités de ética insisten en la obtención de términos individuales de consentimiento por parte de los entrevistados, rubricando con su firma la aceptación para participar en la investigación. Sin embargo, cuando se entrevista, por ejemplo, a residentes en áreas dominadas por grupos criminales, portar documentos firmados por los entrevistados puede ponerlos en peligro si esos términos de consentimiento caen en manos equivocadas. De hecho, es necesario tomar todas las precauciones para que la identidad de los encuestados sea preservada con relación al propio contexto en el que viven. Paralelamente, la idea del consentimiento informado por parte de los sujetos estudiados no tiene sentido en situaciones donde el investigador, en función del riesgo que recae sobre él o sobre terceros, opta por una observación oculta.


  Por otro lado, el compromiso de no causar daño a la imagen de los individuos o grupos de estudio es imposible cuando investigamos el crimen organizado, por ejemplo, aunque aun sea posible resguardar la identidad individual o la ubicación de las personas que fueron objeto de la investigación. De hecho, el resultado de nuestra investigación podría ser usado, por ejemplo, por los agentes de la ley para combatir estos grupos. Otro ejemplo es el referido a la devolución de los resultados para los grupos investigados, lo que puede no ser aconsejable si supone un peligro para ellos o para los investigadores. En nuestra experiencia en trabajo de campo, nos hemos enfrentado a situaciones donde las personas entrevistadas confidencialmente prefieren no ser recontactadas para ser informadas de los resultados con el fin de evitar incrementar su vulnerabilidad.


  Por lo general, tanto las observaciones metodológicas y éticas ofrecidas en este texto como el tratamiento de estos temas en la escasa literatura existente proceden preferencialmente de estudios cualitativos, aunque sin restringirse a ellos. Así, la entrada de entrevistadores para la realización de una encuesta en lugares violentos quedará sujeta a condiciones similares, aunque no equivalentes, a las enfrentadas por los etnógrafos. La investigación cuantitativa suele ser más predefinida y controlada por el investigador: las preguntas y respuestas se establecen con anticipación, el tiempo de permanencia en el campo tiende a ser más breve y en el marco de un operativo planificado; y el tipo de relación social establecida con los informantes es más superficial. Estas características apuntan a una mayor dificultad para la investigación cualitativa en entornos violentos, pero otros elementos podrían apuntar hacia lo contrario. Por ejemplo, el hecho de que el investigador cargue los cuestionarios puede implicar riesgos adicionales, en la medida en que revelan el contenido exacto de la entrevista a un potencial agresor de forma mucho más evidente que un guión de entrevista.


  Dentro de los enfoques cualitativos, la etnografía promueve el involucramiento del investigador con su “objeto” y la construcción reflexiva de “artesanías intelectuales” (Mills, 1982). No obstante, existen circunstancias que pueden entrar en conflicto con este carácter flexible, requiriendo un esfuerzo especial de anticipación de riesgos y de planificación. Tal es el caso de los estudios en contextos de violencia. El concepto de “riesgo” puede entenderse de manera general como la probabilidad percibida o evaluada de la ocurrencia de un daño futuro (Giddens, 1993). Según las antropólogas Fleischer y Bonetti, la idea de riesgo asume dos acepciones en el trabajo de la investigación social:


  [Existem] dois modos meio caricaturais do fazer etnográfico, o “quem sai na chuva é pra se molhar” e “o seguro morreu de velho”. Embora lidem com a polissemia da categoria “risco”, ambos enfatizam sentidos latos mais ou menos estáveis para ela. Se o modo “quem sai na chuva…” lida com certo sentido de risco como desafio, fortemente positivado, o modo “o seguro morreu…” enfatiza o risco como ameaça e, portanto, necessário de ser controlado (2010: 15).


  Asumir riesgos es inevitable, especialmente considerando que los investigadores sociales son outsiders curiosos y expuestos a interpretaciones fuera de su control. Uno de los riesgos más claros es comprometer la calidad de la información y de la propia investigación, ya que la preocupación por la seguridad y la vulnerabilidad de investigador e investigados nos puede llevar a aceptar información que no es la ideal o a renunciar a parte de los objetivos de la investigación.


  Por otra parte, los escenarios gobernados por la amenaza o el uso deliberado de la fuerza física pueden llegar a exacerbar los riesgos contra las personas. La investigación en contextos de violencia presenta diversas interrogantes tales como: ¿Qué estrategia utilizar para acceder a zonas en conflicto armado? ¿Cómo presentar los objetivos de la investigación en situaciones sensibles e inestables? ¿Cómo conseguir informantes? ¿Cómo presentarse para no ser considerado integrante o simpatizante de una de las partes en conflicto? ¿De qué manera preservar la seguridad de los investigadores y participantes? ¿Cómo obtener rapport en un ambiente de miedo, confusión y opresión?


  Adicionalmente, varios dilemas éticos están implicados: ¿Hasta qué punto es defendible involucrarse en el estudio de grupos violentos? ¿Es posible y deseable la “neutralidad” al estudiar una relación de dominación? ¿Cómo reaccionar al conocer que un crimen ha sido cometido o será cometido por nuestros informantes? ¿En qué tipo de situaciones el investigador deberá dar paso al ciudadano para notificar a las autoridades públicas? (Goldstein, 2014; Rodgers, 2004; Sandberg y Copes, 2012; Zaluar, 2009).


  Es curioso que, a pesar de que ser parte constitutiva del trabajo de campo, los riesgos raramente sean sistematizados y analizados en los informes académicos. Los investigadores tienden a omitir o minimizar los factores de vulnerabilidad de su actividad profesional, dificultando la reflexión y la planificación. Los problemas e incidentes angustiantes suelen ser compartidos apenas como anécdotas en las reuniones informales entre colegas.1 Una parte fundamental de lo que sucede en el campo continúa siendo una verdadera “etnografía oculta”, ya sea porque los investigadores no tomaron en serio las vicisitudes de la investigación, o porque las consideran una fuente potencial de crítica sobre las cualidades: a] personales (falta de “coraje”, etc.); b] profesionales (falta de competencia técnica) o, c] de la propia investigación social (deslegitimada al abrir su “caja negra”) (Ferrell y Hamm, 1998; Fleischer y Bonneti, 2010; Robben y Sluka, 2007; Sandberg y Copes, 2012; Sluka, 1990, 1995; Tewksbury, 2009).


  La discusión metodológica sobre las estrategias para llevar a cabo investigaciones en contextos de violencia es un asunto relativamente nuevo y poco profundizado en la literatura. A pesar del creciente número de artículos sobre temas de violencia durante los últimos años,2 son escasos los trabajos que abordan el desarrollo de la investigación en estas condiciones (Avruch, 2001; Gasser, 2006; Goldstein, 2014; Kovats Bernat, 2002). La obra de Nancy Howell (1990) Surviving Fieldwork puede ser considerada pionera en la materia, aunque no sea específicamente sobre el tema, pues contiene un amplio conjunto de temas prácticos del trabajo de campo (salud, violencia interpersonal, alimentación, transporte, etc.). En definitiva, no existe todavía una acumulación sistemática de reflexión sobre los problemas metodológicos y éticos de la investigación en contextos de violencia.


  Sin lugar a dudas, esta negligencia de la literatura especializada dificulta el surgimiento de criterios orientadores de la producción del conocimiento social en entornos violentos. La discusión de estas cuestiones es fundamental tanto para dotar de realismo a los proyectos de investigación como para preparar a los investigadores.


  A continuación se abordan algunos de los principales dilemas prácticos, metodológicos y éticos de la investigación social en contextos de violencia. Para ello, se analizaron artículos e informes elaborados a partir del estudio de temas como guerras, organizaciones guerrilleras, pandillas, tráfico de drogas, redes de prostitución, etc. Además de esta introducción, el artículo se estructura en cuatro secciones: a] en primer lugar se abordan aspectos relacionados con el diseño de la investigación; b] posteriormente se examinan elementos vinculados al trabajo de campo; c] en tercer lugar se realizan consideraciones sobre el análisis de datos y la elaboración de informes y publicaciones; d] finalmente, se presentan algunas ideas a modo de conclusión.


  2. DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN


  Según Nordstrom y Robben (1995) la violencia está ligada al caos, a la confusión e incluso a la pérdida de las coordenadas espacio-temporales que organizan la vida cotidiana. Puede cambiar las relaciones de confianza y previsibilidad por la sospecha, el miedo y el dolor. Tiene, además, la capacidad de alterar los mecanismos de cohesión, las interacciones sociales, la delimitación de los espacios públicos y privados, las creencias (el sentido común, por ejemplo), los comportamientos y las emociones de las personas. Al poner en cuestión las bases mismas de la vida social, los contextos de violencia también interpelan al proceso de investigación y al papel del investigador.


  A continuación se detallan algunos elementos a ser ponderados en el diseño de la investigación en escenarios de violencia.


  2.1. Técnicas de investigación


  Existen diversas opciones metodológicas para abordar situaciones de violencia. Dos de las más comunes son la observación y la entrevista. En la categoría de “observación”, existen variantes participativas y no participativas. De la misma forma, dentro de las entrevistas se incluyen variantes abiertas, semiestructuradas y estructuradas (cuestionarios). Las entrevistas también pueden ser colectivas, como los grupos focales.


  La observación participativa es, para algunos autores, la técnica paradigmática de la investigación cualitativa (Robeen y Sluka, 2007; Rodgers, 2004), al permitir la familiarización integral con los “nativos” en sus entornos naturales y por un periodo prolongado de tiempo. Por otra parte, las investigaciones basadas en entrevistas tienden a centrarse en los discursos de una selección de informantes (Sandberg y Copes, 2012).


  Sea cual sea la estrategia, toda investigación es un acto de participación humana y requiere la capacidad de “envolverse” como parte fundamental del proceso (Liebling, 2001). No obstante, la elección de una técnica de investigación concreta implica riesgos diferenciales desde un punto de vista práctico, metodológico y ético. En este sentido, la vulnerabilidad del investigador que trabaja en contextos de violencia será probablemente mayor si opta por el método etnográfico que si utiliza entrevistas.


  For this reason ethnographic studies have been described as involving a larger element of risk and uncertainty than other methods (Punch, 1994; Maguire, 2000), a dangerous mix of legality and illegality (Inciardi, 1993), deceit (Humphreys, 1970), professional danger (Ferrell, 1998b), pleasure (Kraska, 1998), excitement (Fleisher, 1995) and fear (Patrick, 1973). Ethnographic studies have also been identified as having the potential to cause harm to respondents (Bakan, 1996) and as presenting physical danger to researchers (Patrick, 1973; Sanchez-Jankowski, 1990; Jacobs 1998). (Yates, 2004: 3).


  Algunos investigadores prefieren la proximidad de la etnografía al comprender que la ontología de la violencia y su epistemología no constituyen elementos separables (Nordstrom y Robben, 1995). Rodgers (2004) argumenta, por ejemplo, que sólo mediante la inmersión “activa” del investigador es posible comprender plenamente el punto de vista del “nativo”. Para estudiar la violencia, por lo tanto, se deberá ir a donde la misma ocurre y entender cómo está ocurriendo.3 El autor sostiene que existen justificaciones éticas tanto para aceptar como para rechazar el estudio etnográfico de grupos violentos. Después de su experiencia de iniciación en una pandilla de Nicaragua, Rodgers concluyó que la decisión de hasta dónde llegar en la observación participante debe ser tomada en función de características de la persona y de la situación.


  Otros autores optan por ser más precavidos, evitando tratar de manera directa con la violencia durante sus actividades de observación. No obstante, esta estrategia sólo resulta funcional cuando la postura adoptada por el investigador de campo es marginal, como en el caso de Nordstrom (1995), quien visitaba el frente de batalla de la guerra de Mozambique después de los enfrentamientos y a cierta distancia (Rodgers, 2004). También hay autores que sostienen que las reglas clásicas del trabajo etnográfico no son aplicables en situaciones de extremo peligro y vulnerabilidad. Se argumenta de manera pragmática que la “observación sólo podrá llevarse a cabo si el investigador de campo es capaz de sobrevivir a la violencia” (Kovats Bernat, 2002: 213).


  Robben (2010, citado en Kucera, 2012) propone la idea de una “antropología a distancia” como alternativa para fenómenos que no pueden abordarse a través de un trabajo de campo etnográfico. El propósito fundamental de la antropología a distancia es comprender la historia del conflicto en cuestión y dar cuenta de sus partes y del sistema de relaciones entre los actores. En este enfoque, las fuentes de información pueden ser múltiples: artículos periodísticos, informes de organismos gubernamentales y no gubernamentales, entrevistas con soldados, víctimas y refugiados, programas de radio y televisión, blogs y otros recursos de Internet, etc. (Kucera, 2012; Nordstrom y Robben, 1995).


  Del mismo modo, Zaluar (2009a, 2009b) cuestiona la idoneidad de la observación participante en el estudio de grupos de narcotraficantes armados. La autora recomienda un enfoque cauteloso al definir el papel del investigador en el campo: el ser considerado “infiltrado” o “nuevo integrante” de las organizaciones criminales puede provocar consecuencias extremas. Teniendo en cuenta los desafíos de “investigar en el peligro”, Zaluar optó por otras técnicas como la observación no participante, las entrevistas y los grupos de discusión.


  Aceitei que a observação participante é impossível para estudar grupos mais ou menos organizados de criminosos de carreira, e fiquei com a observação, abandonando a participação, pelo menos nas ações violentas e criminosas que os sujeitos da pesquisa praticavam como meio de vida. No entanto, a abordagem qualitativa continuou sendo privilegiada, visto que, por meio de entrevistas aprofundadas e outras técnicas, é possível compreender as disposições, os valores e os motivos que os levam a praticar crimes, ou seja, é possível considerar a dimensão da subjetividade dos pesquisados (Zaluar, 2009a: 567).


  Una cuestión central que se plantea al observador es hasta qué punto dará a conocer su condición en el ambiente de investigación. Una posibilidad es no contar a nadie el propósito de la observación; es decir, recurrir a la llamada “observación oculta”, dentro de la cual el observador o no es siquiera percibido o es considerado un miembro o participante común de aquella situación. Ésta parecería una opción plausible en contextos de conductas ilegales o fuertemente estigmatizadas, donde el secreto es fundamental y los testigos externos son indeseables y pueden ser atacados. Guaraci Mingardi, por ejemplo, para averiguar el funcionamiento interno de la Policía Civil de São Paulo, aprobó una oposición pública para convertirse en policía y trabajó como investigador policial por más de un año. Con base en estas observaciones, que le permitieron constatar hechos como la violencia y la corrupción policial de una forma a la cual ningún extraño tendría acceso, elaboró posteriormente su tesis de maestría (Mingardi, 1992).


  De forma más amplia, la posibilidad de observación oculta ha sido examinada por la literatura clásica (Junker, 1960; Schatzman y Strauss, 1973), en general, de forma negativa. Así, desde el punto de vista metodológico, la observación oculta impide recolectar diversos tipos de información que un “investigador confeso” podría solicitar, pero que un miembro del grupo levantaría sospechas al demandar. Adicionalmente, está vedado al observador oculto cambiar de papel a lo largo del proceso de investigación, como suele ser el caso de los investigadores que comienzan en un papel más externo y van aumentando progresivamente su grado de participación (Junker, 1960). Desde un punto de vista ético, el dilema es claro, ya que esta técnica implica observar personas sin su conocimiento y, consecuentemente, sin su consentimiento.


  Aunque no existe consenso sobre cuándo utilizar la observación oculta, es posible ofrecer sugerencias sobre las circunstancias en que la misma podría ser aceptada: a] el comportamiento observado es ilegal, pero de interés público; b] revelar la ocultación puede comprometer la seguridad del investigador; c] no hay alternativas razonables para obtener la misma información si el investigador revela su identidad. La justificación de la observación oculta sería aún más sólida en los casos en los que el comportamiento observado corresponde a funcionarios públicos y cuando el observador desempeña un papel que está abierto a cualquier ciudadano, como en el caso de Mingardi (1992), mencionado anteriormente.


  A su vez, la aplicación de entrevistas y otras técnicas “no participantes” también tiene especificidades en entornos traumatizados por la violencia. Según algunos autores, las entrevistas en estos contextos requieren de habilidad, empatía, paciencia y sutileza. Interpretar el silencio y no hacer preguntas es en ocasiones una exigencia velada al interactuar con los informantes (Dulce Gaspar, 1988; Quinceno, 2008). El uso de guiones de entrevista directos y estructurados puede resultar sumamente inapropiado en un clima cargado de vulnerabilidad, miedo y dolor. Una pregunta inapropiada puede dirigir la conversación hacia un punto muerto (Buckley, 2007; Goldstein, 2014). Autores como Hoffman (2003) consideran poco acertada la distinción analítica entre abordajes participantes y no participantes. Para él, toda participación requiere observación y viceversa y ambas dimensiones son actividades inherentemente políticas. En este sentido, en zonas de conflicto ningún punto de vista puede aspirar a ser neutral; cualquier presencia puede representar, de alguna u otra forma, una participación.


  Cuando el clima de intimidación es intenso hasta el punto de comprometer la posibilidad de una respuesta honesta por parte de los entrevistados, una estrategia cada vez más utilizada es recurrir a técnicas experimentales en los propios cuestionarios para evitar que las respuestas individuales puedan ser identificadas (Blair e Imai, 2012).


  Así, por ejemplo, para averiguar si las personas son víctimas de extorsión en un área dominada por el crimen organizado, se elaboran dos versiones del cuestionario aplicadas de forma aleatoria para ser respondidas por poblaciones equivalentes. Una de las versiones del cuestionario (versión “a”) contiene una batería de preguntas, entre ellas una con el siguiente texto “¿El Sr.(a) es forzado a pagar dinero a algún grupo armado?”, entre otras preguntas triviales, tales como “¿El Sr.(a) tuvo que recibir atención médica en el hospital el año pasado?” La persona debe responder sólo cuál es el número de respuestas positivas dentro del conjunto de todas las preguntas, sin responder a cada pregunta individualmente. La segunda versión del cuestionario (versión “b”) contiene las mismas preguntas triviales, pero no incluye la pregunta sobre extorsión. A partir de esto, es posible calcular la proporción de personas que sufren extorsión sustrayendo el promedio de respuestas positivas de los cuestionarios sin la pregunta sobre extorsión (versión “b”) del promedio de respuestas positivas de los cuestionarios con la pregunta sobre extorsión (versión “a”). Cabe destacar que, incluso si el cuestionario cae en manos de grupos criminales, éstos no podrán saber qué personas respondieron que estaban siendo extorsionadas. A pesar de ello, el conjunto de respuestas permite estimar la incidencia de la extorsión en la población.


  2.2. Estrategias para entrar al campo


  Investigar grupos involucrados en actividades criminales y violentas puede ser particularmente arriesgado. El abordaje puede volverse más difícil cuanto más arriba en la jerarquía de la organización criminal se pretenda acceder. En cualquier caso, los investigadores no tienen razones para esperar ser bien recibidos en contextos de enfrentamiento violento en los que tienen mucho que pedir y poco que ofrecer a cambio. En general, los investigadores necesitan anticipar riesgos y planear respuestas antes de su entrada al campo (Goldstein, 2014; Sandberg y Copes, 2012; Sluka, 1990).


  El conocimiento previo del campo es crucial para viabilizar la investigación y minimizar las sorpresas. Se deberán analizar al menos tres elementos: el tipo de información que se busca, las maneras en que pudiera ser adquirida y los riesgos inherentes (Kovats Bernat, 2002). Varios autores sugieren evaluar las fuentes del peligro y las acciones que podrían evitarlo o mitigarlo. Se recomienda realizar visitas exploratorias, conversar con personas conocedoras del lugar que se pretende investigar y definir códigos con el fin de alertar vía telefónica a colegas sobre situaciones ocurridas durante el trabajo de campo. Podrá resultar útil elaborar un plan de entrada y fuga, identificando de antemano la disponibilidad del alumbrado público, la presencia de estacionamientos y “lugares seguros” próximos a la zona donde se realizará el trabajo de campo (Goldstein, 2014; Sluka, 1990, 1995).


  El acceso inicial a áreas peligrosas puede ser viabilizado mediante instituciones locales de distinta naturaleza (organizaciones no gubernamentales, iglesias, escuelas, asociaciones, etc.) o a través de la estrategia de muestreo conocida como “bola de nieve”.4 Éste es un abordaje habitual en la investigación social de grupos cerrados o de difícil acceso. No obstante, su uso tiene consecuencias sobre la información recolectada y puede producir sesgo. Al ingresar al campo “de la mano” de una institución o persona concreta, es inevitable que el investigador quede asociado simbólicamente a ella, como relata Zuber en su estudio de los barrios periféricos de Caracas:


  Na verdade, Victoria acabou rapidamente por ser a minha informante-chave, pois foi ela que me apresentou às pessoas que queria entrevistar […] foi ela que garantiu que eu não caminhava sozinha na zona, dizendo-me que tinha o dever de garantir a minha segurança. Por tudo isto, é impossível que a relação que estabeleci com a minha informante-chave não marque profundamente o conhecimento que adquiri; e também sei que o fato de ela desempenhar um papel de preponderância na comunidade pode ter aberto portas e fechado outras (Zuber, 2010: 8).


  Otra forma de planificar la entrada al campo es a través de la contratación de asistentes locales. Los asistentes “nativos” pueden asumir la función de abrir caminos y garantizar la seguridad del investigador durante las primeras fases del estudio, o de asumir un papel activo durante todo el trabajo de campo. En su obra clásica sobre grupos juveniles envueltos en actividades ilegales en un barrio de Boston, William Foote Whyte entró al campo a través de un líder juvenil de estos grupos, que él llamaba “Doc” y que lo acompañó durante toda su investigación (Whyte, 1943). No obstante, las pandillas de jóvenes italianos, incluso cometiendo pequeños actos delictivos, no pueden compararse al riesgo planteado por otros grupos armados. Zaluar, en un estudio sobre grupos de narcotraficantes en Río de Janeiro, también utilizó asistentes para reclutar informantes y realizar entrevistas.


  O primeiro estratagema que empreguei para superar o entrave da desconfiança e da mentira foi a contratação desses assistentes, que acabaram por fazer a maior parte das entrevistas, segundo o plano traçado por mim. Assim, a relação dual face a face, olho no olho entre entrevistador/ entrevistado foi vivida por terceiros que recolhiam as entrevistas para posterior análise da antropóloga. […] Era isto que garantia mais rapport à interação, mais confiança entre entrevistador e entrevistado, maior confiabilidade nas respostas obtidas e mais distância da pesquisadora principal que era eu (Zaluar, 2009a: 572).


  Cabe destacar que la contratación de asistentes comparte el riesgo de sesgo registrado en el caso de la estrategia de “bola de nieve”. Adicionalmente, aunque el “sentido de la calle” y las redes sociales de los asistentes pueden constituir un activo para la investigación, delegar responsabilidades sobre el trabajo de campo presenta costos metodológicos innegables. Más allá de las consideraciones sobre la competencia técnica de los asistentes locales, puede resultar difícil encontrar a alguien que reúna las condiciones de la “confiabilidad” y la “astucia callejera” al mismo tiempo (Sandberg y Copes, 2012).


  Finalmente, existe la posibilidad de contratar informantes al llevar a cabo estudios basados en entrevistas. Por una parte, algunos investigadores defienden la opción de pagar a informantes con la razón práctica de que “de acuerdo con las reglas de la calle nada es gratis”. Otro argumento señala que el dinero puede ser visto como un indicador de la importancia de la investigación y del respeto otorgado al tiempo y conocimiento de los participantes5 (Goldstein, 2014; Sandberg y Copes, 2012). A su vez, otros investigadores consideran que pagar puede resultar una fuente de problemas y destruir los canales de confianza con los informantes. La oferta de dinero puede terminar forzando el surgimiento de información inexistente o haciendo que los informantes sobrepasen los límites éticos en la solicitud a terceros. Por otro lado, cuando existe cierto vínculo previo, una oferta económica podrá resultar extraña y ofensiva, y podrá transformar una conversación en una transacción. Más allá de eso, la oferta de dinero en contextos violentos puede resultar peligrosa al ser asociada con pagos por delatar a individuos involucrados en actividades ilícitas (Sandberg y Copes, 2012). Por otra parte, Buckley (2007) llama la atención sobre la amenaza de generar una “industria de investigación” que transforme las experiencias relacionadas con la violencia en un negocio lucrativo.


  En contextos de alto riesgo de violencia, se recomienda la elaboración, previamente al inicio del trabajo de campo, de un protocolo de seguridad que contenga procedimientos, precauciones y normas a seguir para maximizar la seguridad de todos los involucrados. De esta manera, por ejemplo, Cano y Duarte desarrollaron un protocolo de seguridad a partir de su experiencia de investigación sobre “milicias” en Río de Janeiro, grupos de agentes de la ley que extorsionan y amenazan a las comunidades pobres, generando un clima de temor (Cano y Duarte, 2012). Este protocolo contenía procedimientos tales como los siguientes:


  
    a]Adquisición de teléfonos celulares a ser utilizados por los investigadores sólo para y durante el trabajo de campo y a ser descartados después, de manera que nadie tuviese acceso a los números personales;


    b]Registro de la identidad de las personas a contactar en documentos bajo custodia especial, que jamás iban al campo. Registro codificado de la identidad de las personas en los documentos de campo;


    c]Entrevista sólo a los individuos sobre los cuales se tenía una referencia de personas de confianza, declinando las “ofertas” de desconocidos para ser entrevistados;


    d]Oferta al entrevistado para entrevistarlo en un local fuera de su comunidad de residencia, pagando el costo del transporte;


    e]Equipo de entrevista de al menos dos personas, que hacían contacto con el equipo central antes y después de cada visita de campo.

  


  Por supuesto, el protocolo de seguridad deberá construirse en función de las características locales y revisado en la medida en que progresa el trabajo.


  3. TRABAJO DE CAMPO


  Esta sección cuenta con dos partes: la primera está dedicada a examinar los desafíos metodológicos y prácticos del trabajo de campo en contextos de violencia, mientras que la segunda se enfoca en los desafíos éticos. Esta distinción es meramente analítica, pues ambas dimensiones están estrechamente relacionadas. No se pretende realizar una sistematización exhaustiva de las cuestiones relevantes ni ofrecer prescripciones definitivas sobre cómo enfrentar los problemas identificados. Evidentemente, muchas de las cuestiones pertinentes dependen de manera decisiva de factores situacionales, como la naturaleza del tema de investigación o las características de participantes e investigadores.


  3.1. Desafíos metodológicos y prácticos


  3.1.1. Presentación del investigador y de los objetivos de la investigación


  La entrada en el campo supone un primer posicionamiento del investigador y, en general, está acompañada de la presentación de los objetivos de la investigación. Es fundamental construir una relación de confianza sustentada en el consentimiento de los informantes para participar en la investigación. Especialmente en contextos ilegales y violentos, la claridad en la definición del papel del investigador es crucial. Si de modo general las personas desconocidas son observadas con cierta desconfianza, en situaciones de conflicto ellas pueden ser percibidas como una verdadera amenaza, inviabilizando el proceso de generación de rapport. Particularmente, sujetos extraños realizando preguntas sobre asuntos delicados son fácilmente asociados con policías, espías y periodistas (Dulce Gaspar, 1988; Goldstein, 2014; Robben y Sluka, 2007; Silva y Milito, 1994; Sluka, 1990, 1995; Zaluar, 1999a, 2009a, 2009b).


  Los malentendidos pueden dar lugar al rechazo del investigador o a la generación de falsas expectativas sobre su desempeño. El investigador deberá tener cuidado no sólo de evitar esto, sino también de promover un entorno que mejore su seguridad y el curso de la investigación. Como afirma Sluka (1995), no es suficiente no ser una amenaza para no ser percibido como una amenaza. En este sentido, el cuidado de las impresiones generadas resulta esencial.


  Usually, at least at first, they will define the anthropologist with reference to pre-existing categories derived from experience with other strangers who have appeared in the community. Spy, journalist, policeman, tax collector, and missionary are common categories often mistakenly applied to anthropologists in the field. It is essential that researchers in the field make a substantial effort to counter these public definitions of themselves, a process entailing a conscious effort at impression management (Berreman 1962, Goffman 1959). It can be done by recognizing how people are likely to define you, avoiding acting in ways that might reinforce these suspicions, and being as honest and straightforward as far as possible about who you really are and what you are really doing (Sluka, 1990: 121).


  Otro aspecto que merece consideración al iniciar el trabajo de campo está relacionado con la explicación de los objetivos de la investigación. En primer lugar, dado que la confianza no se adquiere de inmediato, recordar a los individuos desde un comienzo que están bajo nuestra observación no siempre es la opción más adecuada. En entornos desconocidos donde ocurren conductas ilegales, a veces es recomendable extremar precauciones, escuchar a las personas y comprobar su relevancia como informantes para el estudio. En otras palabras, sin sacrificar la honestidad, no siempre es necesario, práctico o prudente comunicar los objetivos de la investigación sin antes saber exactamente con quién se está hablando (Kovats Bernat, 2002; Zaluar, 2009b).


  En segundo lugar, es importante ponderar el tipo de explicación que se ofrecerá sobre la investigación. Explicaciones muy detalladas pueden generar desconfianza o inducir a las personas a percibir los problemas de la misma manera que el investigador, generando sesgo en las respuestas (Zaluar, 2009b). Explicaciones complejas y poco contextualizadas pueden dar lugar a reducciones e interpretaciones imprecisas (Goldstein, 2014; Kovats Bernart, 2002; Sandberg y Copes, 2012; Sluka, 1990, 1995; Zaluar, 2009b). Por el contrario, explicaciones excesivamente simples (“estoy escribiendo un libro”) también pueden generar sospechas y la percepción de engaño después de que informaciones más específicas sobre la investigación sean reveladas (Sluka, 1990, 1995). Considerando estas posibilidades, la única sugerencia es reflexionar sobre lo que las personas podrían interpretar en relación con lo que se informa, definiendo situacionalmente el tipo de explicación a ofrecer en cada caso.


  3.1.2. Recopilación y gestión de información


  La investigación en contextos de violencia requiere máxima flexibilidad, paciencia y sutileza. La necesidad de adaptarse a posibles contingencias del trabajo de campo puede demandar modificaciones en las estrategias, los objetivos y el calendario (Goldstein, 2014; Kovats Bernat, 2002; Quinceno, 2008; Sluka, 1990, 1995).


  If we are to work in dangerous fields, we must begin with a fundamental shift in how methodology is defined— not as a rigid or fixed framework for the research but, rather, as an elastic, incorporative, integrative, and malleable practice. It should be informed by the shifting social complexities unique to unstable field sites and should depend on a level of investigative flexibility on the part of the ethnographer, who cannot always be expected to work in safety and security (Kovats Bernat, 2002: 210).


  Uno de los desafíos típicos en las investigaciones en contextos peligrosos es generar confianza y superar el silencio. El silencio puede tener diferentes causas: una táctica de las personas para evitar amenazas y agresiones; un recurso de los agresores para evitar ser castigados o recordar atrocidades pasadas; o simplemente una respuesta emocional de los individuos frente a la vulnerabilidad y el dolor (Green, 1995; Jiménez Ocampo, 2008; Quinceno, 2008; Nordstrom y Robben, 1995; Zuber, 2010). En este sentido, explorar lo no dicho puede resultar complejo e interesante. Dado que el espacio público es el principal afectado por el silencio que la violencia genera (Green, 1995), puede ser recomendable realizar entrevistas en los hogares de las personas para lograr acceder a temas delicados (Quinceno, 2008). Por otro lado, si el peligro y la intimidación persisten, es probable que sea mejor encontrar a los entrevistados en lugares seguros, con frecuencia lejos de sus propios hogares, como centros académicos, sitios de trabajo o lugares públicos.


  El investigador también debe valorar su silencio al desarrollar trabajo de campo en zonas de conflicto. Tanto por razones metodológicas como de protección personal “no se puede llegar al campo preguntando” (Theidon, 2001).


  Polsky (1967: 126-127) suggests that a good rule of fieldwork in sensitive contexts is to “initially, keep your eyes and ears open but keep your mouth shut. At first try to ask no questions whatsoever. Before you can ask a question… you should get the ‘feel’ of their world by extensive and attentive listening” (Sluka, 1990: 121).


  Otro desafío metodológico es lidiar con la mentira. Dado que la información es poder, la mentira y los rumores son comunes en situaciones de violencia o clandestinidad. Un investigador nunca debe confrontar de manera abierta a personas que piensa que están mintiendo, mucho menos en contextos violentos. Cabe recordar que las mentiras pueden tomar la forma de omisiones o negaciones, pero también de exageraciones, como llega a ocurrir en entrevistas con delincuentes, quienes magnifican sus crímenes con el fin de impresionar o intimidar a su audiencia. Lo mejor que se puede hacer con una mentira manifiesta es tratar de explorar los posibles motivos que llevan a la misma, sondeando al entrevistado sobre otros aspectos relacionados.


  De cualquier forma, los rumores y mitos no deberán descartarse como fuente potencial de información, significativa por ejemplo del punto de vista de la memoria colectiva (Nordstrom y Robben, 1995; Sluka, 1995). Para lograr filtrar las mentiras, Zaluar sugiere que “es necesario diversificar a los informantes, en distintas posiciones del drama o de las redes del crimen y ampliar las fuentes de datos” (2009a: 571). Como ya fue mencionado, la contratación de un asistente “nativo” puede jugar un papel importante para mediar su relación con los informantes.
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